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II. ABREVIATURAS

CADH Convención Americana sobre Derechos Humanos

CORTE IDH Corte Interamericana de Derechos Humanos

DECLARACIÓN DE
PRINCIPIOS

Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión

OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico

RELE Relatoría Especial para la Libertad de Expresión

SIDH Sistema Interamericano de Derechos Humanos

TJUE Tribunal de Justicia de la Unión Europea
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III. INTRODUCCIÓN
La tecnología ofrece una serie de virtudes para proteger y garantizar los derechos humanos. Sin
embargo, dichas innovaciones pueden deteriorar los mismos derechos que buscan favorecer. Esto
sucede constantemente con el derecho a la libertad de expresión y el acceso a la información. Si bien
el internet y las tecnologías como el internet o la inteligencia artificial han potenciado estos derechos,
nos enfrentamos a desafíos significativos que ponen en riesgo su capacidad para servir de forma libre,
abierta e inclusiva.1

Los retos que enfrentan estos derechos sonmuchos, incluyendo los fenómenos de la desinformación y
la búsqueda de garantizar la integridad de la información; la regulación de plataforma digitales y la
implementación de mecanismos de moderación de contenidos que eviten los abusos y violaciones de
derechos humanos; enfrentar las diversas formas de violencia en línea y asistidas por tecnologías que
ponen en riesgo la pluralidad de voces en espacios digitales —especialmente de personas que se
encuentran en una situación de vulnerabilidad–; y comprender la responsabilidad de los
intermediarios frente a contenido que es generado por terceros.

Las alternativas al llamado “derecho al olvido” que presentaremos en este trabajo tienen como origen
la necesidad de ver de manera holística los mecanismos habilitados al estudiar y tratar de mediar los
retos que han surgido para la libertad de expresión en el Sistema Interamericano de Derechos
Humanos (SIDH) a la luz de las tecnologías emergentes.

Este documento funciona como un diálogo y reflexión en consecuencia de nuestro Análisis de la
Jurisprudencia sobre el “Derecho al Olvido” en América Latina,2 en el cual mapeamos algunos de los
casos más relevantes en la región sobre los intentos de reconocer el europeo “derecho al olvido” a
través de mecanismos judiciales.

Finalmente, buscamos alejarnos de la idea de que cualquier reclamo que solicite la remoción de datos
personales en línea sea inválido. Este enfoque limitaría la posibilidad de identificar mecanismos
jurídicos ya existentes que pueden ser interpretados e implementados para dar origen a alternativas
factibles. Esto es crucial para enfrentar los nuevos retos que las tecnologías representan respecto a la
promoción, respeto y garantía de la libertad de expresión, el acceso a la información y los derechos
humanos en el entorno digital.

2 Sampieri, A. (2024). Análisis de la Jurisprudencia sobre el “Derecho al Olvido” en América Latina. Access
Now.

1 OECD. (2022). “Rights in the digital age: Challenges and ways forward”. OECD Digital Economy Papers, No. 347,
OECD Publishing, Paris, https://doi.org/10.1787/deb707a8-en.
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IV. GLOSARIO
Desde Access Now creemos necesario definir el objeto de estudio para facilitar su análisis y partir de
un punto en común que pueda garantizar la seguridad jurídica. Por ello, se proporcionan las siguientes
definiciones para facilitar la lectura3:

Aprendizaje
automático
(Machine
learning)

Subconjunto de inteligencia artificial en el que las máquinas hacen uso de los
enfoques estadísticos para aprender de los datos históricos y hacer
predicciones en situaciones nuevas.

Autorregulación Una forma de gobernanza de contenido ejercida por las plataformas en línea en
base a sus propios términos de servicio o "pautas comunitarias", usualmente
mediante prácticas de moderación de contenido que hacen uso tanto de
herramientas automatizadas como demoderadores humanos.

Conocimiento
efectivo

Momento en que una plataforma en línea toma conciencia de la existencia de
contenido supuestamente ilegal específico en la plataforma. El conocimiento
efectivo usualmente se obtiene mediante notificaciones que provienen de
diversas fuentes, incluidas las órdenes judiciales. En este escrito, especificamos
que únicamente una notificación válida por parte de autoridad competente
constituye la toma de conocimiento efectivo.

Contenido de
ilegalidad
manifiesta
generado por los
usuarios

Decimos que el contenido es de ilegalidad manifiesta cuando es reconocible
como tal sin unmayor análisis legislativo o factual por parte de las plataformas.
Incluye, por ejemplo, el material que muestra abusos a niñas, niños o
adolescentes.

Corregulación Los regímenes de corregulación se pueden definir como la autorregulación de
las plataformas aunado a la promoción, el apoyo y, en ocasiones, el monitoreo
activo de las autoridades públicas. Algunos ejemplos típicos de los

3 A reserva de que las definiciones cuentan con una nota particular, la gran parte de éstas se encuentran
en una publicación propia de Access Now titulada “26 recomendaciones sobre gobernanza de contenido:
una guía para legisladores, reguladores y encargados de políticas empresariales”.
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mecanismos de corregulación son los códigos de conducta voluntarios que
resultan del diálogo entre actores privados y autoridades estatales nacionales o
regionales.

Curación de
contenido

Es la manifestación de una forma de autorregulación. Con la curación de
contenido, las plataformas en línea toman decisiones respecto del alcance, la
prominencia o la amplificación de cierto material. Así, se determina cuáles y
cuántos usuarios están expuestos al material selecto y de qué forma se
presenta. La curación de contenido requiere el procesamiento de datos
relacionados con las interacciones de los usuarios en la plataforma y, a
menudo, es llevada a cabo por sistemas de aprendizaje automático (machine
learning).

Gobernanza de
contenido

Interacciones y procesos complejos delineados por las partes interesadas
-públicas y privadas- con el objeto de crear y aplicar normas para regular el
contenido en línea. Usamos esta unidad terminológica para abarcar tres
enfoques regulatorios específicos sobre el contenido generado por los
usuarios, a saber, la autorregulación, la corregulación y la regulación estatal.

Inteligencia
artificial (IA)

Sistema computacional que puede, para un conjunto determinado de
objetivos, generar resultados tales como predicciones, recomendaciones o
decisiones que influyen en entornos reales o virtuales. Los sistemas de IA
pueden estar diseñados para operar con distintos niveles de autonomía.4

Intermediarios Cualquier entidad que facilita la comunicación de información de una parte a
otra.5 En un informe de 2010, la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico (OCDE) define que los intermediarios de internet
“reúnen o facilitan transacciones entre terceros en Internet. Proporcionan
acceso, alojan, transmiten e indexan contenido, productos y servicios
originados por terceros en Internet, o brindan servicios basados en Internet a

5 UN. Asamblea General. (2014). The right to privacy in the digital age. Report of the Office of the United Nations
High Commissioner for Human Rights. Pág. 15.

4 Definición adaptada a partir de la ofrecida por el National Institute of Standards and Technology, del
Departamento de Comercio de Estados Unidos. (Enero de 2023) Artificial Intelligence Risk Management
Framework. Disponible en https://nvlpubs.nist.gov/nistpubs/ai/nist.ai.100-1.pdf
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terceros.”6 La mayoría de las definiciones de intermediarios excluyen
explícitamente a los proveedores de contenido.

Motores de
búsqueda

Son herramientas que se encargan de facilitar la búsqueda de información en
internet al recopilar y procesar contenido generado, gestionado o alojado por
terceros.

Notificación
válida

Para que una notificación para actuar sobre cierto contenido sea válida, debe
provenir de una autoridad competente, contener suficiente información para
que las plataformas actúen, ser precisa y estar legalmente fundamentada y
motivada adecuadamente.

Notificación y
baja (notice and
takedown)

Término general que hace referencia a una variedad demecanismos que tienen
como objetivo eliminar, remover o hacer inaccesible contenido supuestamente
ilegal, infractor o potencialmente dañino en internet. Los mecanismos de
notificación y baja permiten a las plataformas en línea tomar decisiones sobre
qué contenido seguirá siendo accesible y qué contenido deberá ser eliminado
sin implicar una supervisión pública.

La notificación puede ser presentada directamente por un usuario, por
ejemplo, para alertar sobre contenido que puede violar los términos de
servicio, o por una autoridad pública mediante una orden judicial (notificación
y baja judicial7), tras la cual la plataforma debe tomar medidas.

Notificación y
baja judicial

Orden de bloquear o eliminar el contenido generado por los usuarios emitida
por una autoridad judicial, la cual debe siempre estar disponible para todos los
usuarios en línea, incluidos los proveedores de contenido y las víctimas de
injerencias.

Plataformas en
línea o

Existen en una variedad de formas, desde redes sociales y, motores de
búsqueda hasta plataformas de colaboración económica. Permiten a las

7 En las 26 recomendaciones sobre gobernanza de contenido de Access Now explicamos que la notificación y
baja judicial, que se refiere a la orden de bloquear o eliminar el contenido generado por los usuarios emitida por
una autoridad judicial, debe siempre estar disponible para todos los usuarios en línea, incluidos los proveedores
de contenido y las víctimas de injerencias.

6 Perset, K. (2010). "The Economic and Social Role of Internet Intermediaries", OECD Digital Economy Papers, No.
171, OECD Publishing, Paris, https://doi.org/10.1787/5kmh79zzs8vb-en. Pág. 9.
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plataformas
digitales

personas usar tecnologías de información y comunicación para facilitar
diversos tipos de interacciones entre sus usuarios.

Las interacciones entre los usuarios generan datos que luego las plataformas
recopilan y usan. Si bien el uso de tales datos mejora significativamente la
experiencia del usuario, también plantea una gran cantidad de preocupaciones
enmateria de derechos humanos.

Principio de
certeza legal

Garantiza que cualquier persona tenga la posibilidad de conocer cómo será
aplicable la ley en una situación específica a los fines de tener certeza y regular
su propia conducta. La certeza legal es un principio fundamental recogido en
las constituciones nacionales y también en el derecho internacional. Es una
precondición esencial para el correcto funcionamiento del Estado de Derecho
en una sociedad democrática.

Principio de
proporcionalidad

Regula la manera en que los Estados ejercen sus poderes. Bajo este principio,
todas las acciones de las autoridades públicas que puedan limitar el ejercicio
de un derecho humano deben cumplir los siguientes requisitos: ser necesarias
en una sociedad democrática y ser las menos restrictivas hacia los derechos
humanos de las personas; perseguir un objetivo legítimo establecido en las
leyes de derechos humanos; lograr un equilibrio entre los medios usados y los
objetivos que se quieren alcanzar.

Prohibición de
monitoreo
general

Principio según el cual los Estados no deberían imponer a las plataformas en
línea la obligación de monitorear todo el contenido generado por los usuarios
que estas transmiten o almacenan.

Proveedor de
contenido

El ente que sube el contenido a la plataforma, ya sea un individuo, una
empresa u otra entidad legal.

Puerto seguro Disposición legal sobre la responsabilidad de los intermediarios que protege a
las plataformas en línea de ser responsabilizadas legalmente de la actividad
ilegal o potencialmente dañina de los usuarios mediante sus servicios si dichas
plataformas cumplen ciertos criterios (lo que debería estar prescrito por ley).

7
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Regulación
estatal

Cualquier instrumento jurídicamente vinculante o regulatorio que sea
promulgado por instituciones públicas nacionales mediante sus procesos
legislativos.

Responsabilidad
legal de los
intermediarios

Generalmente, se refiere a la responsabilidad jurídica de las plataformas en
línea respecto de la actividad ilegal o potencialmente dañina cuya generación
corresponde a los usuarios y es diseminada a través de su servicio. Los
regímenes de responsabilidad legal comenzaron a incorporarse en
legislaciones nacionales en la década de 1990, y la definición de este término
puede diferir en las distintas jurisdicciones alrededor del mundo.

Términos de
servicio

Un conjunto de normas en forma de acuerdo legal entre la plataforma en línea
y el usuario que desea usar sus servicios.

V. ANATOMÍA DEL OLVIDO

No hay una definición única y absoluta del “derecho al olvido”. En algunas ocasiones el concepto es
utilizado para referirse a la eliminación o remoción de los resultados en motores de búsqueda (es
decir, desindexación) o al volver inaccesible un contenido determinado. En otros casos, significa un
mecanismo que busca eliminar el contenido y posteriormente responsabilizar a las plataformas en
línea por contenido (no publicitario) que un tercero generó y diseminó.

Desde una perspectiva general, la justificación para buscar la aplicabilidad del “derecho al olvido”
suele ser la afectación -o supuesta afectación- del derecho de una persona. El particular puede
intentar hacer valer el “derecho al olvido” de dos formas: acudiendo directamente al intermediario, es
decir, a la plataforma en línea, para que esta de forma unilateral resuelva la eliminación,
desindexación o inhabilitación del contenido; o bien, el particular puede acudir a mecanismos
judiciales para que estos reconozcan su “derecho al olvido” o sancionen al intermediario por permitir
la diseminación y almacenamiento de contenido que “vulnere la privacidad”, “atente contra la honra”
o que sea “ilegal” en su plataforma.

En 2014, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) emitió una decisión importante que
impacta directamente la forma en que las búsquedas en internet de las personas usuarias están
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relacionadas con su la privacidad. Este caso, conocido como el “Caso Costeja”8, establece que si una
persona lo solicita así, Google y otros motores de búsqueda deben eliminar ciertos enlaces de los
resultados de búsqueda cuando su nombre es buscado en internet.

Es decir, si alguien no quiere que cierta información aparezca cuando se busca su nombre en Google u
otro motor de búsqueda, puede pedir que ese enlace sea eliminado de los resultados. Este mecanismo
no elimina por completo la información de internet ya que el enlace sigue existiendo y la información
es legal, pero evita que se acceda a ella por medio demeros intermediarios, bajo pena de sanción.

El TJUE estableció algunas reglas para cuando los intermediarios deben aceptar estas solicitudes. En
general, deberán remover los enlaces si la información en ellos es “inadecuada, irrelevante o excesiva”,
y sólo si la información no es de interés público. Es decir, la decisión del TJUE delegó al sector privado
la obligación de recibir, analizar y decidir sobre las solicitudes de desindexación, generando con ello
otros problemas sobre su aplicación.

El “derecho al olvido” entendido bajo los parámetros establecidos por el TJUE, y que no es de
cumplimiento obligatorio para otras regiones fuera de Europa, implica amenazas graves para la
libertad de expresión y el acceso a la información a través de medios digitales. Entre estos riesgos
están:

1) CONVERTIR A LAS PLATAFORMAS DIGITALES, QUE ACTÚAN COMO
INTERMEDIARIOS, EN CENSORES DE LA INFORMACIÓN

Las plataformas digitales no están capacitadas ni facultadas para decidir qué información es
“inadecuada, irrelevante o excesiva”, muchomenos para determinar si dicha información es de interés
público. Esta compleja tarea es realizada por jueces, personas que han sido designadas de acuerdo a
procesos establecidos constitucionalmente y con una capacidad y conocimiento demostrado. Por el
contrario, en la “Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet” está establecido que las
plataformas digitales, en su papel de intermediarios que facilitan el acceso, las búsquedas o la
conservación de información en la memoria caché, no pueden ser responsabilizadas por contenidos
generados por terceros y difundidos a través de sus servicios.

Esta limitación de la responsabilidad de los intermediarios implica que las plataformas no intervengan
directamente en dichos contenidos y que cumplan con las órdenes judiciales que exijan su
eliminación cuando estén en condiciones de hacerlo.9

9 Cfr. en Relator Especial de Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y de Expresión, el Representante
para la Libertad de los Medios de Comunicación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en

8 TJUE. Google Spain, S.L., Google Inc. / Agencia Española de Protección de Datos, Mario Costeja
González. Sentencia del 13 de mayo de 2014.

9
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Esta interpretación de la responsabilidad de los intermediarios no implica inmunidad. Lo que se busca
es evitar que los intermediarios asuman responsabilidad por los contenidos y actividades de las
personas usuarias con el fin de no convertirlos en policías que controlan el contenido y el tipo de
información que se comparte en las plataformas. Por el contrario, son responsables en otras
situaciones como las prácticas monopólicas10, donde priorizan contenidos de cierto tipo11 o cuando
incumplen órdenes judiciales12.

Finalmente, la RELE enfatizó que “[...] los intermediarios no dejan de ser entidades privadas con
intereses económicos, sociales e individuales distintos a los del Estado. Exigirles un ejercicio cuasi
jurisdiccional que balancee los derechos de sus usuarios excede el ámbito de sus competencias y
podría generar e incentivar abusos en detrimento de la libertad de expresión y el acceso a la
información”13 y otros derechos humanos.

2) HABILITAR MECANISMOS DE CENSURA PREVIA PROHIBIDOS BAJO LOS
ESTÁNDARES ENMATERIA DE DERECHOS HUMANOS Y LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN
EL SISTEMA INTEROAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha señalado14 con firmeza que la remoción
de contenidos en internet puede constituir un acto de censura previa, explícitamente prohibido por la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) en su artículo 13. Esta disposición establece
que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y expresión, y que dicha libertad no
puede estar sujeta a censura previa.

14 CIDH. (2017). Estándares para una Internet libre, abierta e incluyente. Relatoría Especial para la Libertad de
Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.17/17. Párr. 138, nota al pie 215.

13 CIDH. (2017). Estándares para una Internet libre, abierta e incluyente. Relatoría Especial para la Libertad de
Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.17/17. Párr. 141.

12 Infobae. La Corte Suprema de Brasil le dio cinco días a X para que explique el supuesto incumplimiento de
fallos judiciales. 23 de abril de 2024

11 France24. Francia castiga a Google con unamulta millonaria por favorecer sus propios servicios publicitarios. 7
de junio de 2021

10 CNN. Google pierde un juicio antimonopolio masivo por su dominio en búsquedas de Internet. 6 de agosto de
2024.

Europa, la Relatora Especial de la Organización de Estados Americanos para la Libertad de Expresión y la
Relatora Especial sobre la Libertad de Expresión y Acceso a la Información de la Comisión Africana de
Derechos Humanos y de los Pueblos. (2011). “Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e
Internet”. Párr. 2. A).
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De acuerdo con la RELE, la censura previa ocurre cuando se establecen medios para impedir de
manera anticipada la libre circulación de ideas, información, opiniones o noticias, mediante cualquier
tipo de procedimiento que somete la expresión o difusión de información al control del Estado.15

El SIDH tiene algunos ejemplos de lo anterior, como ordenar al administrador de una página de
internet que remueva o incluya determinados contenidos o enlaces. Este constituye un caso de
censura previa directa.16 Respecto a las limitaciones indirectas, la Corte IDH, señala que pueden
provenir de actos o controles de particulares, sea o no que exista un incentivo o permisividad del
Estado.17

En el contexto de internet, estos mecanismos adquieren una relevancia aún mayor. Ordenar a
intermediarios que eliminen, bloqueen o desindexen contenidos a petición de un particular, sin la
intervención de una autoridad judicial que analice exhaustivamente la medida, no solo se aleja de los
estándares de proporcionalidad y necesidad18 establecidos por el Sistema Interamericano, sino que
amplifica los riesgos de censura arbitraria. Este tipo de acciones no permiten una adecuada
ponderación entre los derechos en conflicto y, en consecuencia, pueden resultar en un atropello a la
libertad de expresión, acceso a la información y en extensión,a la libertad de prensa. Esta protección
ha sido y sigue siendo esencial especialmente en el contexto latinoamericano donde la libertad de
expresión es fundamental para el fortalecimiento de la democracia, las instituciones y la fiscalización
ciudadana.19

3) CONCENTRACIÓN DEMERCADO EN LAS PLATAFORMAS DIGITALES
PREPONDERANTES

Desde el aspecto económico, la implementación del “derecho al olvido” también plantea amenazas
significativas para la competencia y la innovación en el ecosistema digital. Generando así un obstáculo
para la existencia y crecimiento de nuevas plataformas digitales.

19 Ignacio Álvarez. Libertad de expresión en América Latina.

18 Cfr. en CIDH. (2009). Marco jurídico interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión. Relatoría Especial
para la Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF. 2/09. Párrs. 67 a 98.

17 Cfr. en Corte IDH, caso Ríos y otros vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y
Costas. Sentencia de 28 de enero de 2009, serie C núm. 194, párrs. 107-110 y 340; y caso Perozo y otros
vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de enero de
2009, serie C núm. 195, párrs. 118-121 y 367.

16 Botero Marino, C. et. al. (2017, julio 18). El derecho a la libertad de expresión: curso avanzado para
jueces y operadores jurídicos en las Américas. Guía curricular y materiales de estudio. Centro de Estudios
de Derecho, Justicia y Sociedad, Dejusticia. ISBN versión digital: 978-958-5441-06-4. Pág. 113.

15 CIDH. (2009). Marco jurídico interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión. Relatoría Especial
para la Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF. 2/09. Párr. 146.
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Si se exige a las plataformas revisar, desindenxar o eliminar contenidos bajo solicitud de un particular,
solo los actores dominantes del mercado, es decir, las grandes plataformas tecnológicas, podrían
cumplir estas obligaciones. Estas plataformas serían las únicas con los recursos económicos,
tecnológicos y humanos suficientes para implementar los sistemas de moderación de contenidos
requeridos.

Para los nuevos actores o pequeñas empresas, cumplir con estas obligaciones implicaría montar una
infraestructura técnica y legal sumamente costosa, lo que podría dificultar su entrada y permanencia
en el mercado. Por ejemplo, crear sistemas de moderación automatizada, contratar personal
especializado en la evaluación de solicitudes, e implementar procesos legales para garantizar el
cumplimiento con regulaciones locales e internacionales, representaría una barrera económica
insalvable para plataformas más pequeñas o emergentes.

Esto permite aún más la consolidación del poder de las plataformas preponderantes, generando un
ecosistema donde el acceso al mercado digital quedaría reservado para aquellos actores con los
recursos suficientes para implementar estas medidas. Esta dinámica podría, en última instancia,
desincentivar la competencia, dificultando la aparición de nuevos competidores y ralentizando la
innovación tecnológica.20 La concentración del mercado también llevaría a una menor diversidad en
los servicios ofrecidos, limitando las opciones de las personas usuarias y restringiendo el desarrollo de
nuevas propuestas.

En la medida en que las grandes plataformas tuvieran el control para eliminar contenidos, podrían
establecer sus propios criterios de lo que consideran “inadecuado, desactualizado o irrelevante”,
generando riesgos de abuso de poder, que afectaría no solo la competencia económica, sino también
el acceso libre a la información y la libertad de expresión.

Consideramos que la remoción de contenidos debe seguir el debido proceso legal a través de
autoridades judiciales independientes y con recursos adecuados y efectivos. Lo contrario representa
un grave retroceso en la protección de los derechos humanos. La libertad de expresión y el acceso a la
información deben garantizarse, y cualquier intento de restringirlos debe evaluarse bajo criterios
estrictos que aseguren no incurrir en actos de censura previa, prohibidos por los estándares regionales
e internacionales de derechos humanos.

20 Cfr. en Contri Leite, Camila. (2022). Aspectos Concorrenciais de Regulação de Plataformas: Inovação e
Características de Mercados Digitais en Dados, mercados digitais e concorrência. Belo Horizonte, MG: Editora
Letramento. Págs. 19 - 35.
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VI. CONSIDERACIONES ANTES DE HABLAR DE
ALTERNATIVAS AL “DERECHO AL OLVIDO”

En los intentos por promover acciones legales para reconocer el “derecho al olvido” dentro de un
marco jurídico, o al exigir responsabilidades a plataformas en línea que actúan como intermediarias,
es crucial que jueces y operadores de justicia actúen con precisión. La delicadeza de estas decisiones
radica en evitar la creación de mecanismos de censura que puedan ser fácilmente abusados, sin dejar
desprotegidos los derechos legítimos de los demandantes.

Previo a desarrollar alternativas ya existentes en el marco jurídico latinoamericano, es importante que
las autoridades judiciales consideren algunas recomendaciones al evaluar si un contenido en línea
debe ser removido:

● DETERMINAR LA LEGALIDAD DEL CONTENIDO

Todas las expresiones de cualquier contenido en línea están amparadas bajo el derecho a la libertad
de expresión. Esta regla es de particular importancia y debe garantizarse no solo en cuanto a la
difusión de ideas e informaciones recibidas favorablemente o consideradas inofensivas o indiferentes,
sino también en cuanto a las que ofenden, chocan, incomodan, resultan ingratas o perturban al
Estado o a cualquier sector de la población.21 Esta protección está sujeta a un régimenmuy limitado de
excepciones, expresa y puntualmente definidas22 en el derecho.

El hecho de que este principio, conocido como principio ab initio, exista no significa que la libertad de
expresión sea un derecho absoluto. Al contrario, como cualquier derecho tiene sus límites y
excepciones. Estos deben i) establecerse mediante leyes redactadas de forma clara y precisa; ii) estar
orientados al logro de objetivos legítimos; y iii) ser necesarios en una sociedad democrática para el
logro de los fines imperiosos que persiguen, estrictamente proporcionales a la finalidad que buscan, e
idóneas para lograr el objetivo imperioso que pretenden.23 Es decir, deben someterse a un escrutinio

23 CIDH. (2009). Marco jurídico interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión. Relatoría Especial para la
Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF. 2/09. Párrs. 66 - 89.

22 Al respecto, Botero, C. y otros, desarrollan a mayor profundidad el alcance de estos “discursos no protegidos” a
saber: la pornografía infantil, la incitación al genocidio, la propaganda de la guerra, la apología del odio que
constituya incitación a la violencia, la incitación al terrorismo. Véase en Botero Marino, C. et. al. (2017, julio 18). El
derecho a la libertad de expresión: curso avanzado para jueces y operadores jurídicos en las Américas. Guía
curricular y materiales de estudio. Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad, Dejusticia. ISBN versión
digital: 978-958-5441-06-4. Pág. 71.

21 CIDH. (2009). Marco jurídico interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión. Relatoría Especial para la
Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF. 2/09. Párrs. 31.

13

https://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/publicaciones/MARCO%20JURIDICO%20INTERAMERICANO%20DEL%20DERECHO%20A%20LA%20LIBERTAD%20DE%20EXPRESION%20ESP%20FINAL%20portada.doc.pdf
https://www.dejusticia.org/publication/el-derecho-a-la-libertad-de-expresion/
https://www.dejusticia.org/publication/el-derecho-a-la-libertad-de-expresion/
https://www.dejusticia.org/publication/el-derecho-a-la-libertad-de-expresion/
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/publicaciones/MARCO%20JURIDICO%20INTERAMERICANO%20DEL%20DERECHO%20A%20LA%20LIBERTAD%20DE%20EXPRESION%20ESP%20FINAL%20portada.doc.pdf


DERECHOS EN EQUILIBRIO: ALTERNATIVAS LATINOAMERICANAS
AL “DERECHO AL OLVIDO” EUROPEO

por parte de autoridades competentes que cuenten con dichas facultades, en la mayoría de los casos,
jueces con independencia.

Después de tener la resolución sobre la legalidad o ilegalidad del contenido, es necesario determinar
si existen responsabilidades ulteriores para que, de ser el caso, se aplique alguno de los mecanismos
menos lesivos, necesarios y proporcionales para equilibrar la libertad de expresión con los derechos
en conflicto.

● IDENTIFICAR EL MECANISMO DE NOTIFICACIÓN

En consonancia con la recomendación de determinar la legalidad del contenido y la aplicación de
responsabilidades ulteriores, el SIDH favorece utilizar mecanismos de notificación y baja judicial en
lugar de mecanismos de notificación y baja estándar. Es decir, a partir de la sola solicitud de una
persona o institución .Estos últimos permiten que a las plataformas en línea eliminar contenido sin
supervisión pública, lo que puede derivar en censura previa indirecta. La censura previa indirecta
ocurre cuando un contenido es bloqueado o eliminado antes de que haya una revisión adecuada, lo
que contradice los principios de libertad de expresión.

Por otro lado, los mecanismos de notificación y baja judicial garantizan que cualquier acción de
eliminación de contenido esté respaldada por una orden judicial fundada y motivada, emitida por una
autoridad competente. Así, las decisiones de eliminar contenido se fundamentan bajo un análisis legal
adecuado, respetando los derechos fundamentales y evitando la censura arbitraria. Además, dichos
mecanismos permiten un balance adecuado entre la libertad de expresión y la protección de otros
derechos, asegurando que cualquier limitación sea necesaria y proporcional en una sociedad
democrática.

● UMBRAL DE PROTECCIÓN DE PERSONAS FUNCIONARIAS PÚBLICAS O
ASPIRANTES A EJERCERLO

La CIDH y la Corte IDH han afirmado reiteradamente que las personas funcionarias públicas están
sujetas a un mayor escrutinio por parte de la sociedad.24 Por ello debe existir una fuerte sospecha
contra las solicitudes de desindexación o cancelación de información presentadas por personas que
sean funcionarias, figuras públicas, o candidatas a ejercer cargos públicos.25

25 Ibid.

24 CIDH. (2017). Estándares para una Internet libre, abierta e incluyente. Relatoría Especial para la Libertad de
Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.17/17. Párrs. 75; Corte IDH. Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193, Párr. 137.
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VII. ALTERNATIVAS LATINOAMERICANAS
FRENTE AL DERECHO AL OLVIDO

Bajo el principio que ningún derecho es absoluto26 y el reconocimiento de las limitaciones previstas al
derecho a la libertad de expresión, es necesario conocer cuáles son las alternativas existentes en los
marcos jurídicos locales y regionales. Acudir al marco jurídico existente es indispensable para evitar la
importación de conceptos “novedosos” y “llamativos” que resultan ineficaces e ineficientes por surgir
de contextos diferentes.

En consecuencia, el ejercicio de la libertad de expresión tiene límites cuando afecta a los derechos a la
honra, la reputación, la dignidad y los datos personales, cuando implique injerencias o ataques a
estos.

Para mantener el equilibrio entre derechos y enfrentar el uso abusivo de la libertad de expresión, sin
abrir la puerta a mecanismos que puedan ser también fácilmente mal usados, como el “derecho al
olvido”, presentamos algunas alternativas concretas:

● DERECHO DE RECTIFICACIÓN O RESPUESTA

El derecho de rectificación o respuesta, reconocido en el artículo 14 de la CADH, es un derecho que
asegura que cualquier persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su
perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y dirigidas al público en general
tiene derecho a efectuar por el mismomecanismo de difusión su rectificación o respuesta.

Cabe destacar que el término “derecho de rectificación o respuesta” es la forma en que la CADH se
refiere al artículo 14; también el “derecho de réplica”27 es entendido como parte de este mismo
concepto y, en muchas ocasiones, es usado como un sinónimo entre ambos.28

28 Cfr. en CIDH. (2017). Estándares para una Internet libre, abierta e incluyente. Relatoría Especial para la Libertad
de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.17/17. Párr. 75; Corte IDH. Caso Tristán Donoso Vs. Panamá.
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193, Párr.
133.

27 El derecho de réplica es un derecho que asegura que cualquier persona afectada por informaciones emitidas
en su perjuicio a través de medios de difusión tiene derecho a contestar por el mismomecanismo de difusión.

26 Véase el Artículo 32.2 de la CADH.
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Este derecho se considera una de las medidas de responsabilidad menos gravosas para la libertad de
expresión que intenta reparar el daño29. En principio esta medida debería ser suficiente reparación al
daño causado30 en perjuicio de la otra persona.

La medida permite que la información, aunque rectificada, siga en circulación, garantizando la
comprensión integral de lo sucedido en relación con una persona o hecho determinado, que ha
alcanzado el interés público debido a su naturaleza. Esta medida no exime a la persona acusada de
otras responsabilidades legales en las que pudo haber incurrido. Por ejemplo, brindar una
compensación por daños económicos producidos como consecuencia de las acusaciones).

Los Estados pueden fijar las condiciones del ejercicio del derecho de rectificación o respuesta. Si estas
condiciones no están en la ley, el derecho sigue siendo exigible por tratarse de una obligación
aplicable a los Estados partes, en los artículos 1.1 y 2 de la CADH.31

Desafortunadamente, este mecanismo ha sido poco fomentado por los Estados de la región. La RELE
incluso señaló la necesidad que tienen los Estados de implementar mecanismos efectivos de
rectificación o respuesta frente a expresiones basadas en hechos falsos, engañosos, incorrectos o
erróneamente verificados.32

En una reciente audiencia regional de la CIDH sobre censura estatal y sus impactos al derecho a la
libertad de expresión33, se planteó que sea la propia Comisión la encargada de elaborar unmarco guía.
Este marco permitiría el uso del derecho de rectificación y respuesta de tal forma en que no sea
abusado por las autoridades y actores de poder. Por ejemplo, en El Salvador34 la ausencia de
autoridades judiciales independientes hace que el mecanismo de rectificación y respuesta sea
ineficiente.

● ACTUALIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN

El derecho a la libertad de expresión, contemplado en el artículo 13 de la CADH y derivado de la
Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión (Declaración de Principios), menciona
explícitamente el derecho que tiene toda persona a acceder de manera expedita y sin costo a la

34 Ibid.

33Cfr. en CIDH. (2024). Regional: Afectaciones al derecho a la libertad de expresión por medidas estatales de
censura. 190 período de sesiones.

32 CIDH. (2024). Inclusión digital y gobernanza de contenidos en internet. Relatoría Especial para la
Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF. 28/24. Párr. 315.

31 Corte IDH. Exigibilidad del derecho de rectificación o respuesta (Arts. 14.1, 1.1 y 2 Convención Americana
sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-7/86 de 29 de agosto de 1986. Serie A No. 7. Párr. 24.

30 Ibid.

29 Botero Marino, C. et. al. (2017, julio 18). El derecho a la libertad de expresión: curso avanzado para
jueces y operadores jurídicos en las Américas. Guía curricular y materiales de estudio. Centro de Estudios
de Derecho, Justicia y Sociedad, Dejusticia. ISBN versión digital: 978-958-5441-06-4. Pág. 141.
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información sobre sí misma o sus bienes, independientemente de si esta información se encuentra en
bases de datos, registros públicos o privados. Además, incluye el derecho correlativo a actualizar,
rectificar o enmendar dicha información cuando sea necesario, así como el derecho a acceder a la
información en poder del Estado.35

Un caso paradigmático que ilustra el derecho de actualización como un mecanismo adecuado,
necesario y proporcional para equilibrar el derecho a la libertad de expresión con los derechos a la
intimidad, la honra y el buen nombre es el de Gloria vs. El Tiempo36.

En este caso, la Corte Constitucional de Colombia resolvió un recurso de tutela presentado por una
ciudadana, anonimizada bajo el pseudónimo de "Gloria", contra Google y la Casa Editorial El Tiempo.
La ciudadana buscaba que una noticia en línea con información sobre su relación a un proceso penal
dejara de ser accesible. Aunque la información publicada era verídica en su momento, el proceso
posteriormente prescribió y Gloria nunca fue sentenciada.

La Corte ordenó al diario actualizar la información en su sitio web y utilizar una herramienta técnica
para impedir que los motores de búsqueda identificaran la noticia a través del nombre real de Gloria. A
su vez, la Corte determinó que Google carecía de cualquier responsabilidad en el caso en cuestión,
dado su rol como intermediario.

La demandante intentó que la Corte Constitucional reconociera su “derecho al olvido”. De esta forma
buscaba, entre otras cosas, el reconocimiento de la responsabilidad de un intermediario por la
información publicada por un medio de comunicación. Sin embargo, dicha información seguía siendo
de interés público y estaba sustentada en hechos veraces, aunque con el tiempo se desactualizaron.

En el caso de Gloria, la Corte interpretó el derecho de rectificación y reconoció que, aunque la
información originalmente publicada no era falsa o tendenciosa, había quedado desactualizada con el
paso del tiempo. Tras un exhaustivo análisis de su jurisprudencia enmateria de rectificación, la Corte
concluyó que este derecho habilita el derecho a la actualización.37 Adicionalmente, la institución
consideró que, en este caso, el motor de búsqueda no tenía responsabilidad en el asunto, pues no
produjo la información.

Los estándares interamericanos enmateria de derechos humanos y libertad de expresión, junto con la
interpretación en casos concretos como el de la Corte Constitucional de Colombia, demuestran que es
posible encontrar un equilibrio entre los derechos sin recurrir de inmediato a la remoción,
desindexación o bloqueo de contenido. Estas decisiones son un ejemplo de la existencia de

37 Botero Marino, C. et. al. (2017, julio 18). El derecho a la libertad de expresión: curso avanzado para
jueces y operadores jurídicos en las Américas. Guía curricular y materiales de estudio. Centro de Estudios
de Derecho, Justicia y Sociedad, Dejusticia. ISBN versión digital: 978-958-5441-06-4. Pág. 297.

36 Colombia. Corte Constitucional. Gloria vs. Google y El Tiempo. Sentencia T-277/15 de 12 demayo de 2015.

35 Cfr. en CIDH. (2000). Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión. Principio 3.
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alternativas adecuadas y proporcionales para proteger la privacidad y el buen nombre, sin afectar de
forma desmedida el derecho a la libertad de expresión.

● ANONIMATO Y ANONIMIZACIÓN

El anonimato y la anonimización son mecanismos contemplados dentro del derecho a la libertad de
expresión y el acceso a la información. Este mecanismo tiene virtudes y desafíos. No obstante, los
retos que surgen frente al anonimato y la anonimización no justifican acciones que puedan afectar los
derechos fundamentales.38

El anonimato, es esencial para el debate público, tiene dos alcances en materia de libertad de
expresión. Primero, el discurso anónimo39 consiste en proteger la identidad de las personas para
evitar ser objeto de amedrentamiento y represalias. Este derecho es necesario para que las personas
puedan discutir y formar opiniones libremente, expresar sus ideas y buscar y recibir información, sin
que nadie pueda forzarlas a identificarse, revelar sus convicciones o las fuentes consultadas.40

Por otra parte, el anonimato es relevante para la protección de los datos personales ya que los Estados
están obligados a: 1) prohibir el uso de estos para fines contrarios a los tratados de derechos humanos,
y 2) establecer derechos de información, corrección y, de ser necesario y proporcional, la eliminación
de datos. Además, deben crear mecanismos de supervisión efectivos.

Jurisdicciones como la colombiana han determinado que los hechos verídicos que forman parte de
información perteneciente a la esfera pública pueden ser anonimizados para evitar que se perpetúen
las afectaciones en la esfera de la vida privada de una persona. Un ejemplo es el caso Gloria vs. El
Tiempo41. En este, además de la sentencia de la Corte sobre la actualización de la información,
también ordenó directamente al medio de comunicación a utilizar una herramienta técnica para
impedir que los buscadores identificaran la noticia a través del nombre de la persona afectada. Al
ponderar entre los derechos de Gloria y el derecho a la libertad de expresión del medio de
comunicación, la Corte consideró que no bastaba con actualizar la información. No obstante,
consideró desproporcionado eliminarla noticia42 de forma permanente. También ordenó al motor de

42 Cfr. en Colombia. Corte Constitucional. Gloria vs. Google y El Tiempo. Sentencia T-277/15 de 12 de mayo
de 2015.

41 Colombia. Corte Constitucional. Gloria vs. Google y El Tiempo. Sentencia T-277/15 de 12 de mayo de
2015.

40 CIDH. (2013). Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo IV (Libertad de
Expresión e Internet). OEA/Ser.L/V/II.149. Doc. 50. 31 de diciembre de 2013. Párr. 132.

39 Cfr. en CIDH. (2017). Estándares para una Internet libre, abierta e incluyente. Relatoría Especial para la Libertad
de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.17/17. Párrs. 227 - 231.

38 CIDH. (2013). Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo IV (Libertad de
Expresión e Internet). OEA/Ser.L/V/II.149. Doc. 50. 31 de diciembre de 2013. Párr. 134.
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búsqueda desindexar la página web en donde estaba la información, de modo que al realizar una
búsqueda con sus datos personales, estos no resulten vinculados a dicha página.43

En consecuencia, la Corte estimó que para lograr una protección efectiva de los derechos de Gloria, el
medio de comunicación deberá:

“[...] hacer uso de una herramienta técnica como “robots.txt”, “metatags” u otra similar, para evitar
que por medio de los buscadores de internet pueda accederse a la noticia que narra la captura y
procesamiento de la accionante por el delito de trata de personas, por ser esta la alternativa que
mejor permite equilibrar los principios constitucionales en tensión.”

Respecto a los mecanismos de anonimización a través de herramientas técnicas, la Corte hace una
salvedad importante que debe considerarse pues limita las situaciones en que resulta aplicable en los
siguientes términos:

“Por último, se aclara que si se trata de un personaje con notoriedad pública o un servidor público, o
los hechos que registra la noticia responden a la comisión de delitos de lesa humanidad o que hayan
lesionado de forma grave los derechos humanos, el acceso a la información generada no debe
restringirse, pues estos sucesos hacen parte del proceso de construcción de memoria histórica
nacional, por lo que su difusión excede el interés personal del individuo”.

Finalmente, en este caso concreto podemos observar cómo la combinación del derecho de
actualización junto a mecanismos técnicos de anonimización, previo a un análisis judicial,
representan una alternativa menos lesiva al derecho a la libertad de expresión en comparación con
ordenar la eliminación de la información o abrir la puerta para convertir a los intermediarios en los
responsables de controlar el contenido.44

44 Cfr. en CIDH. (2013). Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo IV (Libertad
de Expresión e Internet). OEA/Ser.L/V/II.149. Doc. 50. 31 de diciembre de 2013. Párr. 93; y Colombia. Corte
Constitucional. Gloria vs. Google y El Tiempo. Sentencia T-277/15 de 12 de mayo de 2015.

43 Cfr. en Colombia. Corte Constitucional. Gloria vs. Google y El Tiempo. Sentencia T-277/15 de 12 de mayo
de 2015. Apartado 9.8.2.
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● RESPONSABILIDAD CIVIL

La responsabilidad jurídica, por lo general, tiene dos aproximaciones: la civil y la penal. Al respecto,
nunca debe utilizarse la responsabilidad penal como una alternativa para hacerle frente al “derecho al
olvido”. Sin embargo, sí consideramos que la responsabilidad civil podría ser una alternativa en casos
específicos.

Entendemos que la responsabilidad civil es aquella “[...] obligación que tiene una persona de
indemnizar a otra los daños y perjuicios que se le han causado”45. Está a su vez puede dividirse como
responsabilidad civil contractual, que deriva de incumplir con una obligación previamente
establecida, y extracontractual, donde no existe una relación jurídica entre quien sufre un daño y
quien lo ocasiona.46 Esta figura reconocida en todas las leyes locales establece que una persona que
ha sido afectada moral o materialmente por el actuar de otra persona tiene derecho a reclamar una
compensación monetaria.

Un ejemplo de lo anterior son los casos de difamación que suelen dar origen al uso del “derecho al
olvido". El sistema interamericano sugiere que el derecho a la rectificación o respuesta es la medida
menos restrictiva para la libertad de expresión; pero si el daño causado es significativo, pueden
aplicarse responsabilidades civiles proporcionales.47

En casos de responsabilidad civil, el principio jurídico es que la persona presuntamente afectada
asuma la carga de probar la falsedad o inexactitud de la información divulgada y demostrar el daño
que le ha causado. Al integrar esta medida con otras alternativas al “derecho al olvido” antes
expuestas, garantizamos un equilibrio adecuado entre la protección de derechos y la libertad de
expresión.

47 CIDH. (2009). Marco jurídico interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión. Relatoría Especial para la
Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF. 2/09. Párr. 79.

46 Campos Díaz, B. (2000). Capítulo I. Concepto de Responsabilidad en La responsabilidad civil por daños al medio
ambiente. México. Pág. 26

45 Díez-Picazo, L. y Gullón, A. (1988). Sistema de derecho civil. 5ta Ed. Madrid. Tecnos. Pág. 559.
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VIII. CONCLUSIONES

Al sumar las recomendaciones para evaluar la responsabilidad de terceros y las alternativas al
“derecho al olvido” expresadas en este documento, junto con el análisis de diversas resoluciones
judiciales en materia de “derecho al olvido”48, concluímos que el Sistema Interamericano en materia
de derechos humanos y el marco jurídico de los Estados en América Latina no avalan lo que en Europa
se entendió y desarrolló como “derecho al olvido” en el Caso Costeja49.

A pesar de esta incompatibilidad, es posible lograr un equilibrio justo entre derechos, como pretende
hacer el “derecho al olvido”, mediante el uso de herramientas y mecanismos ya existentes dentro del
sistema jurídico interamericano. Estos por su cuenta ofrecen una protección efectiva de los derechos
de las personas sin tener que recurrir a la importación directa de conceptos no alineados con las
necesidades y estructuras locales.

El atractivo por adoptar figuras jurídicas extranjeras, como el llamado “derecho al olvido”, refleja una
tendencia en la región a buscar soluciones rápidas, incluso aunque estas no necesariamente
demuestran su efectividad en las propias jurisdicciones donde están implementadas. Dicho enfoque
puede pasar por alto las interpretaciones sistemáticas y exhaustivas de las herramientas legales que
ya existen dentro de jurisdicciones latinoamericanas, así como la importancia de establecer un diálogo
constitucional con entidades análogas dentro de la región, con contextos y desafíos similares.

Es imperativo comprender que las soluciones jurídicas que funcionan en Europa, particularmente en
un contexto como el de la Unión Europea donde existe una integración política y económica
significativa y mayores controles institucionales, no pueden ser aplicados siempre al contexto
latinoamericanoEn América Latina, el control del flujo de información y la regulación de
intermediarios están constantemente en disputa y se desarrollan en un entorno donde las dinámicas
de poder, la protección de los derechos humanos y la libertad de expresión requieren un enfoque
único, adaptado a cada realidad.

Cualquier intento de implementar conceptos como el “derecho al olvido” en la región debe basarse en
un análisis profundo y contextualizado del marco normativo y jurisprudencial local. Solo a través de
una comprensión clara de las herramientas ya disponibles y un enfoque que refleje las
particularidades del entorno jurídico y social de la región podremos garantizar la protección efectiva
de los derechos humanos, sin sacrificar la libertad de expresión y prensa, ni el acceso a la información.

49 TJUE. Google Spain, S.L., Google Inc. / Agencia Española de Protección de Datos, Mario Costeja González.
Sentencia del 13 demayo de 2014.

48 Sampieri, A. (2024). Análisis de la Jurisprudencia sobre el “Derecho al Olvido” en América Latina. Access Now.
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